
VERSIÓN ESTENOGRÁFICA DE  LA  SESIÓN DE  TRABAJO CELEBRADA  POR LOS INTEGRANTES DEL
COMITÉ DE TRANSPARENCIA DE LA FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO DE JALISCO, CORRESPONDIENTE
AL DÍA 04 DE OCTUBRE DE 2018. DERIVADA DEL RECURSO DE REVISIÓN 1407/2018 Y DEL EXPEDIENTE
LTAIPJ/FG/2305/2018.

En la sala de juntas del inmueble  marcado con el número 778, de la Calzada Independencia, en la colonia La
Perla, en la ciudad de Guadalajara, Jalisco; siendo las 11:00 horas del día 04 de octubre de 2018, se da inicio a
la sesión de trabajo del Comité de Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco.

EN USO DE LA VOZ, EL TITULAR DEL ÓRGANO DE CONTROL INTERNO, INTEGRANTE DEL COMITÉ DE
TRANSPARENCIA MANIFIESTA:
Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
4°; 9° y 15 de la Constitución Política del Estado de Jalisco; 1°, 2°, 5°, 24 punto 1 fracción II, 30 punto 1 fracción II,
31 y 99 punto 1 fracción IV de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y
sus Municipios; este Comité de Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco se reúne para llevar a
cabo el ejercicio de sus atribuciones, de acuerdo con el siguiente orden del día.

I. Lista de asistencia y declaratoria del quórum;
II. Aprobación del orden del día;
III. Análisis, discusión y, en su caso, confirmación de la clasificación inicial de información pública y de declaración
de inexistencia, a fin de dar cumplimiento a las resoluciones del Pleno del ITEI.
IV. Cierre de sesión.

REGISTRO DE ASISTENCIA

EN USO DE LA VOZ, EL TITULAR DEL ÓRGANO DE CONTROL INTERNO, INTEGRANTE DEL COMITÉ DE
TRANSPARENCIA MANIFIESTA:
De conformidad con lo establecido por los artículos 28 punto 1 fracciones I, II y III y 29 de la Ley de Transparencia
y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, y 7° y 10 de su Reglamento, para hacer
constar el quórum de la presente sesión, se procede a nombrar lista de los integrantes que conforman el Comité
de Transparencia de este sujeto obligado presentes.

LIC. EUGENIA CAROLINA TORRES MARTÍNEZ, Directora General de Áreas Auxiliares y Titular de la Unidad de
Transparencia.
Secretario. 
PRESENTE.

LIC. JOSÉ SALVADOR LÓPEZ JIMÉNEZ, Director General de Coordinación Jurídica y Control Interno. 
Titular del órgano de control.
PRESENTE.

En virtud de estar presentes la mayoría de los integrantes del Comité de Transparencia de este sujeto obligado
Fiscalía General del Estado de Jalisco, se declara formalmente iniciada la presente sesión de trabajo y en este
momento cedo el uso de la voz al Secretario del Comité, Licenciada Eugenia Carolina Torres Martínez para que
exponga el objeto y los antecedentes para llevar a cabo la presente reunión de trabajo.

EN USO DE LA VOZ LA SECRETARIO DEL COMITÉ DE TRANSPARENCIA MANIFIESTA LO SIGUIENTE:
Muchas gracias, doy cuenta a este Comité de Transparencia que la presente reunión tiene por objeto analizar,
clasificar y determinar la procedencia o improcedencia para proporcionar la información relativa a: listado que
precise la cantidad de empleados en la Fiscalía General del Estado de Jalisco con las siguientes categorías:
Actuario del Ministerio Público, Actuario Especializado del Ministerio Público, Secretario de Agencia del Ministerio
Público y Secretario Especializado del Ministerio Público. Mismo que contenga nombre, sueldo, adscripción, así
como fecha de ingreso a la Institución, especificando cuáles (de ese listado) tienen nombramiento definitivo.
Información que atiende categóricamente a la solicitud de acceso a la información pública registrada en el índice
de la Unidad de Transparencia  con el  número de expediente  LTAIPJ/FG/2305/2018,  que fue remitida por  el
Instituto  de Transparencia,  Información Pública  y  Protección de Datos Personales  del  Estado de Jalisco,  de
conformidad con lo establecido en el artículo 81 punto 3 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información
Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios.

ANTECEDENTES

I. Con fecha 06 seis de agosto de 2018 dos mil dieciocho se recibe el correo electrónico proveniente de la cuenta
carlos.decaso@itei.org.mx, mediante el cual se remite copia de la solicitud de acceso a la información pública
recibida  en  la  oficialía  de  partes  del  Instituto  de  Transparencia,  Información  Pública  y  Protección  de  Datos
Personales del Estado de Jalisco, el día 02 dos del mismo mes y año; por medio de la cual, se solicitó el acceso a
la siguiente información:

mailto:carlos.decaso@itei.org.mx


El listado de la totalidad de los Actuarios del Ministerio Público,  Actuario  Especializado del  Ministerio
Público, Secretario del Ministerio Público y Secretario Especializado del Ministerio Público.

Mismo listado se solicita contenga:
Nombre,  sueldo y adscripción; así  como fecha de ingreso a la institución y se especifique cuáles del
listado tienen nombramiento definitivo.

II.  El  día  16 dieciséis de agosto de 2018 dos mil  dieciocho, la Unidad de Transparencia elabora acuerdo de
resolución al solicitante y lo notifica mediante oficio número FG/UT/6307/2018, a través del correo electrónico que
se desprende de las constancias recibidas por incompetencia del sujeto obligado remitente. 

III.  Con fecha 24 veinticuatro de agosto de 2018 dos mil dieciocho, el solicitante interpone el correspondiente
Recurso de Revisión ante el Instituto de Transparencia, Información Pública y Protección de Datos Personales del
Estado de Jalisco, al que le fue asignado el número de expediente 1407/2018, expresando su inconformidad en
los siguientes términos: 

Me  negaron  los  nombres,  los  sueldos,  adscripción  y  saber  quiénes  tienen  nombramiento  definitivo
respecto de los Actuarios del Ministerio Público, Actuario Especializado del Ministerio Público, Secretario
del Ministerio Público y Secretario Especializado del Ministerio Público.

La información solicitada y negada es pública y debería estar debidamente plasmada en el  Portal  de
Transparencia.

Así mismo hay acuerdo de clasificación del año 2012, reserva la información para Actuarios y Secretarios
considerados como elementos operativos.

Al reformarse el artículo 4 cuatro de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, en donde se
excluye a  los Actuarios  y  Secretarios  del  Ministerio  Público.  Por lo que  esos  nombramientos  no son
elementos operativos y su información debe de ser pública y ese acuerdo de clasificación interno de la
Fiscalía debe reformarse para dar información de los Actuarios y Secretarios del MP.

IV. Con fecha 03 tres de septiembre de 2018 dos mil dieciocho, se recibe notificación electrónica en la Unidad de
Transparencia de esta Institución, mediante la cual, la Ponencia a cargo del Comisionado PEDRO ANTONIO
ROSAS HERNÁNDEZ admite  el  citado Recurso de Revisión y,  mediante oficio CRH/1038/2018 de fecha 19
diecinueve del  mismo mes y año,  requirió a este sujeto obligado para efecto de que remitiera el  informe de
contestación correspondiente, en un término no mayor a tres días hábiles siguientes a aquel en que surtiera
efectos legales dicha notificación.

V. El día 07 siete de agosto de 2018 dos mil dieciocho se recibe en la oficialía de partes de dicho Organismo
Público, el oficio número FG/UT/6813/2018 mediante el cual la Unidad de Transparencia de esta Fiscalía General
del Estado de Jalisco rindió oportunamente el informe de ley requerido; del cual se advierte la contestación en
torno a las manifestaciones de la parte promotora.

EN USO DE LA VOZ, EL TITULAR DEL ÓRGANO DE CONTROL INTERNO, INTEGRANTE DEL COMITÉ DE
TRANSPARENCIA MANIFIESTA:
Gracias Secretario. Le pido de favor que dé cuenta a este Comité de las consideraciones para los efectos del
objeto de la presente reunión.

EN USO DE LA VOZ, LA SECRETARIO DEL COMITÉ MANIFIESTA LO SIGUIENTE:
Con todo gusto. Doy cuenta de lo siguiente: 

PRIMERO.-  Que el  artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece  toda
persona tiene derecho al libre acceso a información plural y oportuna, así como al de buscar, recibir y difundir
información e ideas de toda índole por cualquier medio de expresión. Del mismo modo, que en principio toda la
información  en  posesión  de  cualquier  autoridad,  entidad,  órgano  y  organismo  de  los  Poderes  Ejecutivo,
Legislativo  y  Judicial,  órganos  autónomos,  partidos  políticos,  fideicomisos  y  fondos  públicos,  así  como  de
cualquier persona física, moral o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el
ámbito federal, estatal y municipal, es pública y sólo podrá ser reservada temporalmente por razones de interés
público y seguridad nacional, en los términos que fijen las leyes. En la interpretación de este derecho deberá
prevalecer el principio de máxima publicidad. 

Del mismo modo, señala que los sujetos obligados deberán documentar todo acto que derive del ejercicio de sus
facultades, competencias o funciones, y la ley determinará los supuestos específicos bajo los cuales procederá la
declaración de inexistencia de la información.



SEGUNDO.- Que las bases y principios que rigen este derecho fundamental, establecidas en el apartado A del
citado numeral, precisan que la información que se refiere a la vida privada y los datos personales será protegida
en los términos y con las excepciones que fijen las leyes.

Adicionalmente refiere que la inobservancia a las disposiciones en materia de acceso a la información pública
será sancionada en los términos que dispongan las leyes.

TERCERO.-  Que  el  artículo  16  segundo  párrafo  de  la  misma  Constitución  Política  de  los  Estados  Unidos
Mexicanos establece que ninguna persona  puede ser molestada en su persona,  familia,  domicilio,  papeles o
posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal
del procedimiento. De igual manera, que toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al
acceso, rectificación y cancelación de los mismos, así como a manifestar su oposición, en los términos que fije la
ley, la cual establecerá los supuestos de excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos, por razones
de seguridad nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para proteger los derechos
de terceros.

CUARTO.- Que el artículo 4° de la Constitución Política del Estado de Jalisco establece que toda persona que se
encuentre  en territorio  Jalisciense gozará de los  derechos  y  garantías  que establece,  siendo una obligación
fundamental de las autoridades salvaguardar su cumplimiento. De igual manera, que todas las autoridades, en el
ámbito  de  sus  competencias,  deberán  promover,  respetar,  proteger  y  garantizar  los  derechos  humanos,  de
conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 

Por otro lado, establece que el derecho a la información pública tendrá como fundamento la trasparencia y la
rendición de cuentas por parte de las autoridades, la información veraz y oportuna, la protección de los datos
personales en posesión de los sujetos obligados.

QUINTO.- Que la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios
es el instrumento reglamentario de los artículos 6° apartado A de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y 9° párrafo tercero y 15° de la Constitución Política del Estado de Jalisco. Tiene por objeto garantizar
y hacer efectivo el derecho de toda persona a solicitar, acceder, consultar, recibir, difundir, reproducir y publicar
información pública de conformidad con lo establecido en dicha ley, así como clasificar la información pública en
poder de los sujetos obligados.

SEXTO.- Que la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Jalisco
y sus Municipios es el instrumento reglamentario de los artículos 6° apartado A y 16 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y 9° de la Constitución Política del Estado de Jalisco. Tiene por objeto establecer
las bases, principios y procedimientos para garantizar el derecho que tiene toda persona a la protección de sus
datos personales en posesión de sujetos obligados.

SÉPTIMO.- Que el Instituto de Transparencia, Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado
de Jalisco (ITEI) es un Organismo Público autónomo, encargado principalmente de  promover la transparencia,
garantizar  el  acceso a  la  información  pública  de  libre  acceso y  proteger  la  información  pública  reservada  y
confidencial. Tiene como facultad emitir y publicar, de acuerdo a estándares nacionales e internacionales, los
lineamientos  estatales  en  materia  de  clasificación  de  información  pública;  publicación  y  actualización  de
información fundamental; protección de información confidencial y reservada, entre otras; así como de interpretar
la  Ley  y  su Reglamento  en  el  orden  administrativo.  Del  mismo modo,  que  sus  resoluciones  en  materia  de
clasificación de información y acceso a la información, son vinculantes, definitivas e inatacables para todos los
sujetos obligados.

OCTAVO.-  Que derivado  del  cumplimiento  de  las  obligaciones  que  le  devienen  a dicho  Organismo Público
garante, el día 28 de mayo del año 2014 dos mil catorce el Consejo del Instituto de Transparencia, Información
Pública y Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco (ITEI), emitió los Lineamientos Generales en
materia de Clasificación de Información Pública; Protección de Información Confidencial y Reservada; así como
los de Publicación y Actualización de Información Fundamental;  los cuales fueron  publicados en el  Periódico
Oficial “El Estado de Jalisco” el día 10 de junio del mismo año.

NOVENO.- Que los Lineamientos Generales en materia de Clasificación de Información Pública tienen por objeto
establecer los rasgos característicos que deberán reunir los criterios generales en materia de clasificación de
información pública que emitan los sujetos obligados, que serán la base para la clasificación o desclasificación de
la información en forma particular.

DÉCIMO.-  Que  los  Lineamientos  Generales  en  materia  de  Publicación  y  Actualización  de  Información
Fundamental  tienen por  objetivo establecer  los  criterios que  habrán  de observar  los  sujetos obligados  en la
identificación, publicación y actualización de la información fundamental  determinada por el  Capítulo I,  Título
Segundo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. de
esta forma, las especificaciones hechas en dichos Lineamientos deben ser considerados como requisitos mínimos
de  información  que  deberá  ser  publicada  permanentemente,  privilegiando  dicha  publicidad  con  información
adicional que permita complementar su contenido y facilite su acceso.



DÉCIMO PIMERO.- Que los  Lineamientos Generales en materia de Protección de Información Confidencial  y
Reservada tienen por objeto establecer los procedimientos que deberán observar los sujetos obligados para el
debido manejo, mantenimiento, seguridad y protección de la información confidencial y reservada. 

DÉCIMO  SEGUNDO.-  Que  la  Ley  General  del  Sistema  de  Seguridad  Pública  es  el  instrumento  jurídico
reglamentario  del  artículo  21  de  la  Constitución  Política  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos  en  materia  de
Seguridad Pública y tiene por objeto regular la integración, organización y funcionamiento del Sistema Nacional
de Seguridad Pública, así como establecer la distribución de competencias y las bases de coordinación entre la
Federación,  los  Estados,  el  Distrito  Federal  y  los  Municipios,  en  esta  materia.  De  igual  forma,  en  dicho
ordenamiento legal se establece que las Instituciones de Seguridad Pública de la Federación, el Distrito Federal,
los Estados y los Municipios, en el ámbito de su competencia y en los términos de esta Ley, deberán coordinarse
para integrar el Sistema y cumplir con sus objetivos y fines; ejecutar, dar seguimiento y evaluar las políticas,
estrategias y acciones, a través de las instancias previstas en esta ley; así mismo, de regular los procedimientos
de  selección,  ingreso,  formación,  actualización,  capacitación,  permanencia,  evaluación,  reconocimiento,
certificación y registro de los servidores públicos de las Instituciones de Seguridad Pública; entre otros.

En la misma vertiente, que dicho cuerpo normativo refiere en su numeral 110 que se clasifica como reservada la
información contenida en todas y cada una de las Bases de Datos del Sistema, así como los Registros Nacionales
y la  información contenida  en ellos,  en materia  de detenciones,  información criminal,  personal  de seguridad
pública,  personal  y  equipo  de  los  servicios  de  seguridad  privada,  armamento  y  equipo,  vehículos,  huellas
dactilares,  teléfonos  celulares,  medidas  cautelares,  soluciones  alternas  y  formas  de  terminación  anticipada,
sentenciados  y  las  demás  necesarias  para  la  operación  del  Sistema,  cuya  consulta  es  exclusiva  de  las
Instituciones de Seguridad Pública que estén facultadas en cada caso, a través de los servidores públicos que
cada Institución designe, por lo que el público no tendrá acceso a la información que en ellos se contenga.

DÉCIMO TERCERO.- Que el día 15 quince de abril del año 2016 dos mil dieciséis, se publicó en el Diario Oficial
de la Federación (DOF), el acuerdo del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la
Información Pública y Protección de Datos Personales, por el que se aprueban los Lineamientos generales en
materia de clasificación y desclasificación de la información, así como para la elaboración de versiones públicas,
mismo que se encuentra  vigente  a  partir  del  día  siguiente  al  de dicha  difusión,  y  es  considerado  como un
instrumento  de  observancia  general  para  la  federación,  los  estados  y  municipios,  así  como  cualquier  otro
considerado como sujeto obligado.

DÉCIMO CUARTO.- Que esta Fiscalía General del Estado de Jalisco es sujeto obligado de conformidad con lo
establecido en el artículo 24 punto 1 fracción II de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del
Estado de Jalisco y sus Municipios.

DÉCIMO QUINTO.- Que el artículo 13 fracción XIV de la Ley Orgánica de la Fiscalía General del Estado de
Jalisco establece como obligación de este sujeto obligado, establecer medios de información sistemática y directa
a la sociedad, para dar cuenta de sus actividades. En todo caso reservará la información cuya divulgación pueda
poner en riesgo las investigaciones que realice la Fiscalía General del Estado a través de sus fiscales o agentes
del ministerio público y mantendrá la confidencialidad de los datos personales, de conformidad con lo dispuesto
por el Código Nacional de Procedimientos Penales y demás normas aplicables.

EN ESTE MOMENTO LOS INTEGRANTES DEL COMITÉ DE TRANSPARENCIA PRESENTES, SE IMPONEN
DE DICHO EXPEDIENTE, RELIZAN ANOTACIONES CORRESPONDIENTES Y EL TITULAR DEL ÓRGANO
DE CONTROL INTERNO   MANIFIESTA LO SIGUIENTE:  

Bien,  derivado  de  lo  anterior  le  pido  por  favor  Secretario  que  dé  cuenta  a  este  Comité  del  análisis
correspondiente, así como del dictamen de clasificación que se somete a consideración.

EN USO DE LA VOZ, EL SECRETARIO DEL COMITÉ DE TRANSPARENCIA SEÑALA:
Con todo gusto.

Dando cumplimiento a lo ordenado por el Pleno del Instituto de Transparencia, Información Pública y Protección
de Datos Personales al resolver el RECURSO DE REVISIÓN 1407/2018, en la sesión ordinaria celebrada el día
19 diecinueve de septiembre de 2018 dos mil dieciocho; sometiendo al estudio y análisis de la información pública
requerida, consistente en: listado que precise la cantidad de empleados en la Fiscalía General del Estado de
Jalisco  con  las  siguientes  categorías:  Actuario  del  Ministerio  Público,  Actuario  Especializado  del  Ministerio
Público, Secretario de Agencia del Ministerio Público y Secretario Especializado del Ministerio Público. Mismo que
contenga nombre, sueldo, adscripción, así como fecha de ingreso a la Institución, especificando cuáles (de ese
listado)  tienen  nombramiento  definitivo;  este  Comité  de  Transparencia  de  la  Fiscalía  General  del  Estado  de
Jalisco determina lo siguiente:

En lo que corresponde a: cantidad de empleados en la Fiscalía General del Estado de Jalisco con las siguientes
categorías: Actuario del Ministerio Público, Actuario Especializado del Ministerio Público, Secretario de Agencia
del Ministerio Público y Secretario Especializado del Ministerio Público, es procedente su entrega en los términos



requeridos por el solicitante, debiendo considerarla como de Libre Acceso, con el carácter de Ordinaria; debido a
que la misma se trata de información estadística que, dada su particularidad, a consideración de los integrantes
de este Comité de Transparencia no representa un riesgo para esta Institución, ni produce una afectación en
contra de los elementos que desempeñan dichos cargos, ya que esta no permite su individualización, ni pone en
evidencia el estado de fuerza o la capacidad de esta Fiscalía General del Estado de Jalisco para hacer frente al
crimen organizado y delincuencia común en alguna área en específico.  Del  mismo modo, se estima que su
revelación no ocasiona un daño irreparable al  Estado; toda vez que el  nivel  de desagregación pretendido es
atinente a un dato meramente estadístico, sin referenciar información adicional. Por tal motivo, es procedente su
entrega en términos generales, tal y como fue requerido, esto es proporcionando por categoría la cantidad de
empleados con que se cuenta en esta Fiscalía General del Estado de Jalisco. 

Ahora bien, respecto de la siguiente información: … listado que contenga nombre, sueldo, adscripción, así como
fecha  de ingreso  a  la  Institución,  especificando  cuáles  (de  ese listado)  tienen  nombramiento  definitivo;  este
Comité de Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco determina procedente la entrega de dicho
listado, armonizado con la información descrita en el párrafo que antecede, esto es dejando a la vista únicamente
el sueldo y la fecha de ingreso de cada uno de ellos, así como la cantidad de los elementos que cuentan con
nombramiento  definitivo.  En la misma vertiente,  por  excepción,  dada la naturaleza y características de dicha
información, observando y aplicando el principio de Máxima Publicidad que alude el numeral 5° punto 1 fracción
IX de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, este
Comité de Transparencia considera que de dicho listado deberá suprimirse el nombre y la adscripción de cada
uno de ellos, toda vez que dicha información se aparta de los límites establecidos para el ejercicio del derecho de
acceso a la información pública. 

De lo anterior, este Comité de Transparencia considera que la información relativa a la adscripción de cada uno
de  dichos  elementos,  estrictamente  debe  ser  considerada  como  de  acceso  restringido,  con  el  carácter  de
Reservada;  de  la  cual,  temporalmente  queda  prohibida  su  difusión,  publicación,  reproducción  y/o  acceso  a
persona alguna, con excepción de aquellas personas que tengan reconocido el derecho para acceder libremente
a la información que atañe a su persona, así como de las autoridades competentes que, en el ejercicio de sus
obligaciones y atribuciones, deban o puedan tener acceso a la misma; siempre y cuando se funde, motive y/o
justifique dicha necesidad, y se lleve a cabo por la vía procesal idónea. Del mismo modo, la información relativa al
nombre de dichos  elementos,  deberá  ser tratada permanentemente  como de carácter  Confidencial,  sin  más
limitaciones y con las excepciones que al efecto dispone la Ley de Transparencia y Acceso a la Información
Pública y la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, ambos del Estado de
Jalisco y sus Municipios.

Así, en lo que corresponde al nombre de cada uno de los Actuarios del Ministerio Público, Actuarios Especializa-
dos del Ministerio Público, Secretarios de Agencia del Ministerio Público y Secretarios Especializados del Ministe-
rio Público, adscritos a la Fiscalía General del Estado de Jalisco, este Comité de Transparencia se encuentra jurí -
dicamente limitado para proporcionarlos al solicitante. Si bien, se trata de trabajadores al servicio del Estado, es
importante destacar que existen limitantes para difundir datos personales a terceros. En este sentido, la categoría
de servidores públicos no extingue la protección que consagra a su favor la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, la Constitución Política del Estado de Jalisco, la Ley de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios, la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de
Sujetos Obligados Estado de Jalisco y sus Municipios, los Lineamientos Generales en materia de Clasificación de
Información Pública y los de Protección de Información Confidencial y Reservada, y los Lineamientos Generales
en materia de Clasificación y Desclasificación de Información, así como para la elaboración de versiones públicas.
Por tanto, por disposición legal expresa, la misma conlleva una clasificación permanente como de información
Confidencial, y su transmisión a terceras personas queda supeditada a la voluntad de sus titulares; en consecuen-
cia, este Comité de Transparencia se encuentra impedido para ordenar la difusión o autorizar la entrega de dicha
información a persona alguna distinta a las que por ley pueda o deba tener acceso a la misma; por el contrario, se
encuentra obligado a proteger su identidad, máxime que la intención del solicitante es obtener una plena identifi -
cación de cada uno de ellos, lo cual es evidente que contraviene los principios y las bases que rigen al derecho de
acceso a la información pública, sin perjuicio de lo que al efecto establece la protección de su información perso-
nal. Además, es claro que la difusión de la información relativa al nombre, cargo, adscripción y remuneración
mensual (vinculados entre sí) pudiese atentar contra la protección de la intimidad, puesto que con ello se hace en -
trega de información personalísima, relativa a los ingresos y deducciones de cada uno de ellos (de las personas
identificables), y no propiamente por el cargo de determinado nivel; es decir, la pretensión del solicitante reflejaría
las percepciones individualizadas y no la de categorías de servidores públicos como lo exige la ley especial en la
materia. Lo cual, innegablemente contraviene lo establecido en la ley especial en la materia y vulnera parte de su
situación patrimonial sin consentimiento. En este orden, es evidente que al hacer entrega de un dato relacionado
con alguna persona, en este caso vinculado al nombre y cargo de algún individuo, más allá del dato general, que
corresponde al del interés público, se invade la esfera de la intimidad del trabajador, puesto que se haría del co -
nocimiento las deducciones que le son aplicables a una persona, y este o corresponde a las percepciones y de-
ducciones a un cargo en específico, sino a una persona en particular; entiéndase seguros de vida, de gastos mé-
dicos, vehicular, etcétera, que hayan sido contratados por cuenta propia, embargo judicial, entre otros. 

Al efecto, tiene sustento el contenido de la tesis 1a. VII/2012 (10a.), de la Primera Sala de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro V,



Tomo 1, página 655, correspondiente al mes de febrero del año 2012 dos mil doce, materia Constitucional, que a
continuación se invoca:

SE DA LECTURA AL FUNDAMENTO LEGAL ENUNCIADO.

En este panorama, es convincente para este Comité de Transparencia destacar que el mismo Instituto Nacional
de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI), de manera sistemática ha
establecido que es improcedente la entrega de datos personales a los solicitantes, sin que previamente se haya
demostrado ante la Unidad de Transparencia la titularidad de los mismos. Dicha interpretación se encuentra sos-
tenida en el Criterio 01/18 de la Segunda Época, en materia de Protección de Datos Personales, que a continua-
ción se invoca:

Entrega de datos personales a través de medios electrónicos. La entrega de datos personales a través del
portal de la Plataforma Nacional de Transparencia, correo electrónico o cualquier otro medio similar resulta
improcedente, sin que los sujetos obligados hayan corroborado previamente la identidad del titular.

Resoluciones:
RRD 0015/17. Instituto Mexicano del Seguro Social. 19 de abril de 2017. Por unanimidad. Comisionado
Ponente Francisco Javier Acuña Llamas.
RRD 0032/17. Servicio de Administración Tributaria. 26 de abril del 2017. Por unanimidad. Comisionada
Ponente María Patricia Kurczyn Villalobos.
RRD 0053/17.Instituto Mexicano del Seguro Social. 17de mayo de 2017. Por unanimidad. Comisionada
Ponente María Patricia Kurczyn Villalobos

De  ahí  la  determinación  de  este  Comité  de  Transparencia  para  determinar  procedente  restringir  dicha
información, toda vez que esta se encuentra regulada y debidamente sustentada en lo establecido en los artículos
1°, 3° puntos 1 y 2 fracción II inciso a), 5° punto 1 fracciones VI y VII, 20 puntos 1 y 2, 21 punto 1 fracciones I, II y
IV, 22 y 22 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios;
1°, 2°, 3° punto 1 fracciones IX y XIII 46, 47, 48, 49, 50, 51 y demás relativos y aplicables de la Ley de Protección
de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de Jalisco y sus Municipios; 

Además de lo anterior, el nombre de cada uno de los Actuarios del Ministerio Público, Actuarios Especializados
del Ministerio Público, Secretarios de Agencia del Ministerio Público y Secretarios Especializados del Ministerio
Público, adscritos a la Fiscalía General del Estado de Jalisco, es susceptible de clasificación como información de
carácter Reservada, de acuerdo con lo que disponen los artículos 17 punto 1 fracción I incisos a), c) y f) de la Ley
de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. Lo anterior en virtud
de que se trata de personal ministerial, cuya labor compromete su integridad física y su vida, inclusive la de sus
familiares o personas cercanas a estos, ya que desempeñan sus servicios en áreas de seguridad pública y
procuración de justicia. Al efecto, es preciso destacar que una de las limitaciones a las que se encuentra sujeto el
ejercicio  del  derecho  fundamental  de  acceso  a  la  información  pública  por  parte  de  los  gobernados,  es  el
concerniente a que con el mismo no se produzca una afectación al interés público, ni que con la difusión de la
información se lesionen intereses de terceros, atente contra la intimidad y la protección de los datos personales. 

En estricto sentido, el  TRIGÉSIMO PRIMERO de los Lineamientos Generales en materia de Clasificación de
Información Pública de fecha 28 veintiocho de mayo de 2014 dos mil catorce, emitidos por el Consejo del Instituto
de Transparencia e Información Pública de Jalisco, que fueron debidamente publicados en el Periódico Oficial “El
Estado de Jalisco” el día 10 diez de junio de ese mismo año; robustece que la información se clasificará como
reservada en términos de la fracción I inciso a) del artículo 17 de la Ley, cuando se comprometa la seguridad
pública estatal o municipal, o la seguridad e integridad de quienes laboran o hubieren laborado en estas áreas,
con excepción de las remuneraciones de dichos servidores públicos. 

De la misma forma, el numeral TRIGÉSIMO TERCERO de los aludidos Lineamientos Generales, refieren que se
clasificará como Reservada en términos de la fracción I inciso c) del artículo 17 de la Ley, la información que
ponga en riesgo la vida, la seguridad o salud de cualquier persona, en los siguientes términos: I. Con su difusión
se ponga en peligro la vida, la seguridad, el patrimonio de las personas y su familia o impida la capacidad de las
autoridades  para  preservarlos  y  resguardarlos,  así  como  para  combatir  las  acciones  de  la  delincuencia
organizada; II. Su difusión obstaculice o bloquee acciones tendientes a prevenir o combatir epidemias de carácter
grave o peligro de invasión de enfermedades exóticas en el Estado, y; III. Su difusión impida, obstaculice, dificulte,
menoscabe las políticas, programas y acciones relativas a la promoción, fomento y protección de la salud pública
del Estado y sus Municipios.

Simultáneamente, el Lineamiento TRIGÉSIMO SEXTO del mismo instrumento reglamentario, establece que se
clasificará como Reservada en términos de la fracción I inciso f) del artículo 17 de la Ley, siempre que la difusión
de la información cause perjuicio a las actividades de prevención y persecución de los delitos, o de impartición de



justicia y ponga en peligro el orden y la paz pública. Al efecto, señalan que se pone en peligro la paz y el orden
público cuando la difusión de la información pueda:

SE DA LECTURA AL FUNDAMENTO LEGAL ENUNCIADO.

Así  pues,  existen  disposiciones  reglamentarias  que  limitan  el  ejercicio  de  este  derecho,  por  tratarse  de
información pública cuya consulta, entrega y/o difusión pone en riesgo al personal que labora en una Institución
en materia de seguridad pública, prevención del delito y procuración de justicia. Es importante precisar que la
pretensión del solicitante no es la de obtener información general y disociada, sino que requiere un listado que
precise el  nombre,  cargo y adscripción de las siguientes categorías:  Actuario del  Ministerio Público; Actuario
Especializado del Ministerio Público; Secretario de Agencia del Ministerio Público; y, Secretario Especializado de
Agencia  del  Ministerio  Público.  Lo  cual,  evidentemente  permite  deducir  que  la  información  requerida  por  el
quejoso, contraviene las disposiciones contenidas en los artículos 1°, 6° apartado A y 16 párrafo segundo de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 4° párrafos primero y sexto, 9° y 15 fracción IX de la
Constitución Política del Estado de Jalisco; 1° punto 1, 3° punto 2 fracciones II y III, 4° punto 1 fracciones V y VI,
17 punto 1 fracción I incisos a) y c), 20, 21 punto 1 fracciones I, II inciso b) y IV de la Ley de Transparencia y
Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios; 1°, 2°, 3° punto 1 fracciones IX y X, 5° y
demás relativos y aplicables de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del
Estado de Jalisco y sus Municipios. Por tanto, a consideración de este Comité de Transparencia se colman los
requisitos  establecidos  en  la  norma  correspondiente,  para  efecto  de  considerarla  adicionalmente  como
Reservada, al carácter de Confidencial que la misma ley especial en la materia impone de manera permanente.

Por su parte, los Lineamientos Generales en materia de Protección de Información Confidencial y Reservada de
fecha 28 veintiocho de mayo de 2014 dos mil catorce, emitidos por el Consejo del Instituto de Transparencia e In -
formación Pública de Jalisco, que fueron debidamente publicados en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco” el
día 10 diez de junio de ese mismo año, refieren en su numeral DÉCIMO TERCERO que, para negar información
Reservada, los sujetos obligados deben justificar que se cumpla lo siguiente:

SE DA LECTURA AL FUNDAMENTO LEGAL ENUNCIADO.

Del mismo modo, el Lineamiento DÉCIMO QUINTO de dicho instrumento, refiere que es información Confidencial
la establecida en los artículos 4° punto 1 fracciones IV y V, 20 y 21 de la Ley de Transparencia y Acceso a la In -
formación Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. Entre los cuales destaca que son datos personales
cualquier información concerniente a una persona física identificada o identificable. Considerando que una perso-
na es identificable cuando su identidad pueda determinarse directa o indirectamente a través de cualquier infor-
mación.

Dicho lo anterior, por disposición reglamentaria se tiene que la información confidencial debe ser protegida, es in-
delegable e intransferible, de la cual está prohibido su acceso, distribución, comercialización, publicación y difu-
sión generales de forma permanente, con excepción de las autoridades competentes que, en el ejercicio de sus
obligados requieran su consulta/imposición, así como de los particulares titulares de dicha información.

Aunado a lo anterior, con el propósito de robustecer lo anteriormente señalado, este Comité de Transparencia
considera oportuno precisar la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública refiere en sus numerales
1°, 2°, 5°, 7°, 19, 122 y 123, que la información relativa a los integrantes de instituciones de seguridad pública (in -
cluyendo servidores públicos con actividades administrativas) debe ser inscrita en las bases de datos del Centro
Nacional de Información; las cuales, se consideran por ley como de carácter Reservada. Lo anterior tal y como se
desprende de lo que a continuación se señala:

SE DA LECTURA AL FUNDAMENTO LEGAL ENUNCIADO.

Así pues, es preciso establecer que la información relativa al personal que labora en esta Institución, sea personal
administrativo u operativo, es inscrita en los registros establecidos para tal efecto por el Sistema Nacional de Se-
guridad Pública, cuya inscripción comprende al ámbito federal, estatal y municipal. En este panorama, de acuerdo
con el instructivo de llenado emitido por el Sistema Nacional de Seguridad Pública, identificable como formato de
registro de personal de seguridad pública, cuyo objeto es contar con el universo actualizado de personal que labo -
ra en las instituciones de seguridad pública en las entidades federativas, bajo el nivel de desagregación de infor-
mación ahí establecida, motivado por el alto grado de desagregación en dicho registro. De manera que la inscrip-
ción del personal que labora en esta Institución es una actividad que está en proceso, y conlleva la inscripción de
personal administrativo que es exigido en su numeral 5, consistente en:

5. Función: A partir de la Dependencia o Institución de Seguridad Públicas se podrá determinar o estable-
cer la función en la que participan la persona o el grupo de personas.

a) Para la Fiscalía General o Procuraduría General de Justicia del Estado, las funciones pueden ser:

i. Ministerios Públicos
ii. Perito
iii. Policía Ministerial o Judicial
iv. Otra función.



En dicho instructivo de llenado, que puede ser consultable en el sitio oficial del Sistema Nacional de Seguridad
Pública, se consideran para la categorización de puestos, los siguientes rubros (de los cuales no se excluye al
personal administrativo):

Mandos: se incluye bajo esta categoría únicamente a personal con funciones de dirección, coordinación y
supervisión, es decir que en la práctica tenga personal a su cargo.

Operativos: personal que desempeña funciones de campo: policiacas, especializadas o equivalentes y que
no desempeña funciones de mando.

Gabinete: personal que desempeña funciones de análisis, técnicas o especializadas, que no involucren
actividades de campo-operativas.

Administrativo: personal de apoyo (choferes, personal de mantenimiento, servicios generales, área secre-
tarial).

…

De mismo modo, mediante ACUERDO GENERAL DEL CONSEJO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA E IN-
FORMACIÓN PÚBLICA DE JALISCO, MEDIANTE EL CUAL SE APRUEBAN LOS LINEAMIENTOS GENERALES
DE TRANSPARENCIA EN LA RAMA DEL SECTOR PÚBLICO DE SEGURIDAD PÚBLICA, QUE TIENEN COMO
OBJETIVO DETERMINAR LAS DISPOSICIONES ESPECÍFICAS QUE DEBEN ADOPTAR LOS SUJETOS OBLI-
GADOS DEL ESTADO DE JALISCO, QUE TENGAN COMO COMPETENCIA BRINDAR ESTE SERVICIO, que
fueron debidamente publicados en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco” el día 1ro primero de octubre del año
2015 dos mil quince, se tuvo a bien precisar en el numeral DÉCIMO SEXTO que la información contenida en el
registro estatal de información que contiene los datos de identificación de elementos operativos de los cuerpos de
seguridad pública del Estado y los municipios, debe ser protegida. Lo anterior de acuerdo con lo siguiente:

SE DA LECTURA AL FUNDAMENTO LEGAL ENUNCIADO.

Cabe hacer  mención  que mediante  DECRETO NÚMERO 26375/LXI/17 publicado en  el  Periódico Oficial  “El
Estado de Jalisco” el  día 1ro primero de julio de 2017 dos mil  diecisiete,  se reformó la Ley del  Sistema de
Seguridad  Pública  para  el  Estado  de  Jalisco,  la  Ley  de  Control  de  Confianza  del  Estado  de  Jalisco  y  sus
Municipios, así como la Ley Orgánica del Estado de Jalisco, para los efectos de considerar que las relaciones
jurídicas de los Agentes del Ministerio Público, Peritos y elementos operativos de las Instituciones Policiales se
regirá  por  la fracción XIII  del  apartado B del  artículo 123 de la Constitución Política  de los Estados Unidos
Mexicanos, la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública y demás disposiciones aplicables. Sin
embargo,  ello  no  implica  que  deban  publicarse  los  datos  relativos  a  las  siguientes  categorías:  Actuario  del
Ministerio Público; Actuario Especializado del Ministerio Público; Secretario de Agencia del Ministerio Público; y,
Secretario  Especializado de Agencia del  Ministerio Público,  ya que sólo cambió su relación laboral,  para los
efectos de que gocen de los derechos y las prerrogativas que consagran a su favor las leyes burocráticas. De
esta forma, las actividades que desempeñan ponen en riesgo sus vidas y el hecho de identificarlos materializa la
hipótesis normativa para restringirla.

Por lo anterior, la naturaleza de los cargos, así como las funciones que estos desempeñan no han variado, y
como consecuencia permanece la necesidad de limitar el nombre de cada uno de ellos, ya que esto permite su
individualización que, aún con las reformas señaladas anteriormente, les es aplicable la reserva, toda vez que
estos laboran en instituciones de seguridad pública, prevención del delito y procuración de justicia. Por lo cual, es
indiscutible que entregar dicha información, invariablemente se compromete la integridad física y la vida de cada
uno de ellos, inclusive la de sus familiares o personas cercanas a estos, por las labores que desempeñan en
áreas de procuración de justicia, donde llevan a cabo la investigación y persecución del delito, así como de los
delincuentes, y participan en actividades que, como auxiliares del Ministerio Público les corresponde atender. 

Tan cierto que la vigente Ley del Sistema de Seguridad Pública para el  Estado de Jalisco, en su artículo 3°
considera  como  elementos  operativos  a  los  integrantes  de  la  Fiscalía  General  del  Estado  de  Jalisco,  sin
especificar categorías; y a este sujeto obligado como una institución en procuración de justicia. Por lo cual, tienen
sustento y cobran aplicabilidad los Lineamientos Generales en materia de Clasificación de Información Pública
descritos anteriormente. Al efecto, sirva transcribir dichas disposiciones:

SE DA LECTURA AL FUNDAMENTO LEGAL ENUNCIADO.



Cabe resaltar que, invariablemente, dichos elementos atienden asuntos de delincuencia común o organizada, lo
cual se traduce en un riesgo mayor; por lo cual, al informar con precisión el nombre de un Actuario o Secretario,
ambos  Elementos  Ministeriales,  sin  duda  alguna  se  compromete  su  integridad  física,  su  vida  y  la  de  sus
familiares, así como sus bienes, toda vez que se ponen en desventaja frente a acciones en su contra, además de
incurrir en alguna violación al deber de proteger sus datos personales, y con ello la trasgresión a sus derechos
humanos.

Por lo anterior, es insostenible el argumento del quejoso para difundir la información en los términos pretendía, ya
que no es información disociada la requerida, sino la vinculada a una persona en específico. Lo cual contraviene
disposiciones de orden público que esta autoridad debe observar y respetar en el ejercicio de sus funciones.

En este contexto, a dicha información le es aplicable la reserva puesto que las categorías requeridas, siendo es-
tas las de Actuario del Ministerio Público; Actuario Especializado del Ministerio Público; Secretario de Agencia del
Ministerio Público; y, Secretario Especializado de Agencia del Ministerio Público, se encuentran distribuidas en di-
versas áreas de esta Fiscalía General, participan en la toma de declaraciones de detenidos y tienen interacción
con integrantes de grupos delictivos al momento de las correspondientes actuaciones, llevan a cabo consignacio-
nes en las que se solicita el ejercicio de la acción penal requiriendo la correspondiente orden de presentación,
aprehensión o reaprehensión correspondiente, entre otras actividades que ponen en riesgo su integridad física y
su vida; por lo tanto, no se descarta que, a través de su identificación o individualización, se puedan ejercer repre -
salias en su contra, aún cuando desempeñen actividades que, a consideración del solicitante sean meramente
administrativas. Cabe destacar que precisamente uno de los objetivos de la ley especial en la materia, es la pre-
vención y protección de información cuya difusión represente un riesgo en la integridad física o la vida de alguna
persona, especialmente en las que desempeñan funciones en materia de seguridad pública, prevención y perse-
cución del delito; de manera que las leyes especiales en la materia no son de carácter restaurativo, sino preventi -
vo.

Por otro lado, en lo que corresponde a la adscripción de cada uno de ellos, aún tratándose de datos meramente
estadísticos debe ser considerada y tratada como información pública de acceso restringido, temporalmente con
el carácter de Reservada; toda vez que, de proporcionarla en los términos pretendidos, se estaría entregando in-
formación sensible y relevante en materia de seguridad pública, además de ser considerada como ventajosa,
puesto que dejaría en evidencia el estado de fuerza y la capacidad con que se cuenta en cada una de las áreas
que componen esta Fiscalía General del Estado de Jalisco para hacer frente al delito y a los delincuentes. De esta
forma, de acuerdo con la información proporcionada por la Coordinación General de Administración y Profesiona-
lización, que fue obtenida de la Dirección de Recursos Humanos, este Comité de Transparencia advierte que la
plantilla de personal sí precisa la adscripción de todo el personal que presta sus servicios en esta Institución, es-
pecialmente de las categorías pretendidas. Por lo cual, al haber sido analizada es evidente el riesgo que repre-
senta para esta Fiscalía General del Estado de Jalisco dar a conocer la forma en que es distribuido el personal
ministerial para la investigación y persecución del delito en sus diversas áreas. 

De lo anterior, este Comité de Transparencia considera que revelar el total de personal por área de adscripción
compromete la seguridad pública, pone en riesgo al personal que labora en las diversas áreas con las que cuenta
y hace evidente la capacidad con que se cuenta para hacer frente a la delincuencia. En este orden, es preciso
destacar que la Fiscalía Central es la encargada de la investigación y persecución de delitos en las áreas siguien -
tes: corrupción, homicidios dolosos, secuestros, extorsión, trata de personas, delitos contra la mujer y menores,
narcomenudeo, robo de vehículos y transporte de carga, robo a casa habitación y comercios, así como contra ac -
tividades con recursos de procedencia ilícita cometidos en el Estado. De esta forma, tienen como propósito la in-
vestigación y persecución de delitos que por su particular incidencia o naturaleza ameritan de la concentración,
análisis y sistematización de información que permitan su eficaz combate mediante áreas especializadas; lo cual
no implica exclusión para conocer de los demás delitos del fuero común, en la inmediatez de su adscripción y
atención a los ciudadanos; así como de los que sean de competencia local concurrente con la Federación. En la
misma vertiente, la Fiscalía Regional, a través de sus Delegaciones Regionales, es la encargada de la investiga -
ción y persecución de los delitos que se cometan en el Estado, y está distribuida en las zonas regionales de Jalis -
co; cabe mencionar que la regionalización obedece a una forma adecuada para acercar el acceso a la justicia a
todos los ciudadanos en el territorio del Estado, inclusive en aquellas zonas en donde es complicado el acceso
dada la falta de vías de comunicación terrestre. Del mismo modo, la Fiscalía Especializada en Personas Desapa -
recidas, es la competente para dirigir, coordinar y supervisar las investigaciones para la búsqueda y localización
de personas desaparecidas y, en su caso, su identificación forense, así como para perseguir y prevenir los delitos
relacionados con la desaparición de personas. Por su parte, la Fiscalía de Derechos Humanos es la encargada de
asegurar que la acción del personal al servicio de la Fiscalía General del Estado respete los derechos humanos
tanto de las personas que están sometidas a investigación como de aquellas que son ofendidas, víctimas o testi -
gos de delitos; se encarga de coordinar, vigilar y evaluar las acciones de las áreas dedicadas a la atención a vícti-
mas del delito. Así  mismo, se encarga de vigilar que los ofendidos, víctimas o testigos de delitos puedan ejercitar
sus derechos y reciban la asesoría jurídica, la atención médica y sicológica y la orientación que corresponda a su
situación. La Fiscalía Especializada en materia de Delitos Electorales es la encargada de la investigación y perse-
cución de delitos en materia electoral cometidos en el Estado y que no sean competencia de la Federación con -
forme a la Ley General en Materia de Delitos Electorales. De igual manera, la Fiscalía Especializada en Combate
a la Corrupción es la facultada para investigar y perseguir los delitos por hechos de corrupción; conducir a las poli-
cías en la investigación de los delitos de su competencia; ejercer la acción penal ante los tribunales en esta mate -
ria; y en general, ejercer las facultades y atribuciones que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, los instrumentos internacionales en la materia, las leyes generales, la Constitución del Estado de Jalisco, el



Código Penal del Estado de Jalisco, el Código Nacional de Procedimientos Penales los reglamentos y demás dis -
posiciones jurídicas confieren al Ministerio Público en lo relativo a los hechos que la ley considera como delitos en
materia de corrupción. 

Lo anterior, sin perjuicio de los que se encuentren comisionados a instancias administrativas del Despacho del
Fiscal General, como lo son los órganos de control interno y alguna análoga, toda vez que la misma Ley Orgánica
de la Fiscalía General del Estado de Jalisco considera como Agentes del Ministerio Público los servidores públi-
cos designados con tal carácter, así como los titulares que ejerzan funciones de dirección, coordinación o control
respecto de ellos; lo serán para todos los efectos legales el Contralor General, el titular de la Visitaduría, Auditoría
al desempeño y responsabilidades administrativas, Asuntos Internos y Auditoria Preventiva y demás servidores
públicos que estén adscritos a los señalados anteriormente y cuyas funciones así lo requieran; sobremanera, las
categorías de Actuario del Ministerio Público; Actuario Especializado del Ministerio Público; Secretario de Agencia
del Ministerio Público; y, Secretario Especializado de Agencia del Ministerio Público, son personal ministerial, au-
xiliares en las labores que les corresponde atender a los aludidos anteriormente.

En este sentido, este Comité de Transparencia considera que se actualiza la hipótesis normativa para restringir
temporalmente dicha información, de acuerdo con lo establecido en el artículo 17 punto 1 fracción I incisos a) y f)
de la vigente Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco; correlacionado con
los  numerales  TRIGÉSIMO PRIMERO y TRIGÉSIMO SEXTO de los Lineamientos  Generales  en materia  de
Clasificación  de  Información  Pública  emitidos  por  acuerdo  del  Consejo  del  Instituto  de  Transparencia  e
Información  Pública  de  Jalisco,  el  día  28  veintiocho  de  mayo  del  año  2014  dos  mil  catorce,  debidamente
publicados en el Periódico Oficial “El Estado de Jalisco” el día 10 diez de junio del mismo año; toda vez que con
su difusión,  aún siendo un valor  numérico,  se compromete la seguridad del  Estado de Jalisco,  así  como la
integridad física y la vida de los servidores públicos y elementos operativos adscritos a la Fiscalía General del
Estado de Jalisco, ya que con ello se denotaría el estado de fuerza y la capacidad de esta Institución para hacer
frente  a  la  elevada  cifra  delictiva.  Máxime que  por  la  naturaleza  de  los  delitos  que  son  competentes  para
investigar y esclarecer, son cometidos con violencia, uso de armas de fuego y/o se tienen indicios de participación
del crimen organizado; lo cual implica un riesgo mayor en el personal que labora en dichas áreas. 

Por tanto, tomando en consideración el contendido de los Lineamientos señalados anteriormente, coincidiendo
con la interpretación del órgano garante, se pone en peligro la paz y el orden público cuando con la difusión de la
información  se  pueda  menoscabar  la  capacidad  de  las  autoridades  de  seguridad  pública  para  preservar  y
resguardar la vida o la salud de las personas, así como afectar o limitar la capacidad de las autoridades para
evitar la comisión de delitos. En esta vertiente, es claro que al dar a conocer la totalidad de las personas adscritas
y/o comisionadas a un área en específico, se produciría un riesgo con el cual se vería afectadas principalmente
esta  Institución,  el  personal  que labora  en las mismas,  las  víctimas  que son atendidas  o  los desaparecidos
pendientes de localizar, así como la sociedad en general. Cabe destacar que el personal que labora en áreas de
seguridad pública, procuración e impartición de justicia pone en peligro su integridad física, inclusive su vida y la
de sus familiares, al desempeñar labores en donde se lleva a cabo el ejercicio de la acción penal en contra de
delincuentes convencionales, así  como de integrantes de grupos delictivos, mismos que pudiesen emprender
represalias en contra de estos.

De esta forma, se considera que es mayor el interés y la necesidad de mantenerla en reserva, que el interés de un
particular  en  conocerla,  ya  que  corresponde  a  información  estratégica  en  temas  de  seguridad  pública  y
procuración de justicia; la cual al ser revelada, pondría en peligro el orden y la paz pública, ya que el hecho de
conocer información trascendental, innegablemente implicaría un perjuicio insalvable para esta Fiscalía General
del Estado de Jalisco, por tratarse de información primordial en el ámbito de procuración de justicia y seguridad
pública, con la cual no deben de contar personas ajenas a esta función que le puedan dar un uso ilícito e indebido
en detrimento de la estabilidad de la Fiscalía Especializada en Personas Desaparecidas. 

Tiene sustento legal lo anterior, en el contenido de la Tesis Jurisprudencial P. LX/2000, sustentada por el Tribunal
Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en la página 74 del Tomo XI correspondiente al mes
de abril del año 2000, Novena Época, del Semanario Judicial se la Federación y su Gaceta, que dice: 

SE DA LECTURA AL FUNDAMENTO LEGAL ENUNCIADO.

Criterio que también ha sido expresado, sustentado y aplicado coincidiendo analógica y hermenéuticamente en
sus resoluciones por el Pleno del Consejo del hoy denominado Instituto de Transparencia, Información Pública y
Protección de Datos Personales de Jalisco (ITEI), al resolver el RECURSO DE REVISIÓN 021/2012 - INFOMEX
RR00000412 en la sesión ordinaria correspondiente al 30 treinta de enero del año 2012 dos mil doce, interpuesto
en contra de la resolución pronunciada por la Unidad de Transparencia de la antes Secretaría de Seguridad
Pública, Prevención y Readaptación Social  del Estado de Jalisco, en la que en uso de las facultades que le
atribuyó a dicho Instituto la abrogada Ley de Transparencia e Información Pública del Estado de Jalisco, en sus
artículos 22 y 46 fracción XI, ordenó la clasificación de la información como Reservada, en torno al número de
elementos, para futuras peticiones. Por la cual, modificó la respuesta del sujeto obligado y lo previno a efecto de
que en posteriores solicitudes de información, proteja la información sobre el número de elementos y se exhortó a
dicho  sujeto  obligado,  para  efecto  de  tener  mayores  precauciones  en el  manejo  de  información  Reservada,
tomando en consideración que en la actualidad México atraviesa por un conflicto armado de gran escala entre el
gobierno y el crimen organizado en algunas regiones del país, encontrándose entre estas la del Estado de Jalisco,
y si estas organizaciones criminales a las que se enfrentan elementos de seguridad pública de los tres niveles de



gobierno, tienen acceso a información detallada, precisa y oportuna en materia de seguridad pública, podrían
buscar su menoscabo o debilitamiento. Aunado a que ese Consejo consideró que los servidores públicos, ahora
considerados como miembros del sistema de seguridad pública en la entidad, pertenecen a los cuerpos policíacos
y se ponen en riesgo sus vidas al desempeñar funciones tan sensibles y delicadas para la sociedad. En este
sentido, no obstante que se trata de una categoría diversa a la pretendida, se materializa el daño puesto que
atiende a la cantidad de personal con que se cuenta para el combate al crimen, bien sea policial o monisterial.

Del mismo modo, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sustentado en la Tesis
Jurisprudencial P. XLV/2000, localizable en la página 72 del Tomo XI, correspondiente al mes de Abril de 2000,
Novena Época, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, como criterio vigente respecto al contenido
y alcance del derecho a la información estatuido en el artículo 6 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos lo siguiente: 

SE DA LECTURA AL FUNDAMENTO LEGAL ENUNCIADO.

Por lo anterior,  se insiste en que el  hecho de dar  a conocer la capacitad que tiene esta institución para  la
investigación del delito, la persecución de este y de sus participantes, así como el combate a la delincuencia
común y organizada que opera en el Estado de Jalisco, atenta contra el interés público y difunde información que,
sin duda alguna, pone en desventaja a esta autoridad, restándole capacidad de reacción, trayendo consigo un
perjuicio  insalvable  a  las  acciones  que  hasta  el  momento  han  sido  emprendidas  para  combatir  al  crimen,
recuperar el orden y mantener la paz pública en Jalisco. Así pues, como ha sido del dominio público, en diversas
investigaciones se ha determinado  la participación de personas  armadas o  presuntos integrantes del  crimen
organizado, y de dar a conocer la cantidad de personas que se encuentran haciendo labores para combatir sus
actividades, es evidente que se crea un riesgo para esta Institución que recae tanto en sus integrantes, como en
la sociedad en general.

En este orden, se considera susceptible de clasificación con tal carácter, de conformidad con lo que establece el
artículo  110  fracciones  I,  V  y  VII  de  la  Ley  General  de  Transparencia  y  Acceso  a  la  Información  Pública
(reformada), de aplicación supletoria conforme lo dispone el numeral 7° punto 1 fracción I, correlacionados con los
numerales  DÉCIMO  OCTAVO,  DÉCIMO  NOVENO,  VIGÉSIMO  TERCERO  y  VIGÉSIMO  SEXTO  de  los
Lineamientos Generales en materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, emitidos por acuerdo
del Consejo Nacional del Sistema Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de
Datos Personales, debidamente publicados en el Diario Oficial de la Federación el día 15 quince de abril de 2016
dos mil dieciséis. Lo anterior, tal y como se desprende de lo que se señala a continuación:

SE DA LECTURA AL FUNDAMENTO LEGAL ENUNCIADO.

En esta vertiente, es convincente enunciar que el  derecho humano de acceso a la información pública no es
absoluto, y como toda prerrogativa tiene sus limitantes. Tan cierto es que el mismo numeral 6° de la Constitución
Política  de  los  Estados  Unidos  Mexicanos,  en  su  apartado  A,  precisa  que  en  principio  toda  información  en
posesión de  cualquier autoridad,  entidad, órgano y organismo de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial,
órganos autónomos, partidos políticos, fideicomisos y fondos públicos, así como de cualquier persona física, moral
o sindicato que reciba y ejerza recursos públicos o realice actos de autoridad en el  ámbito federal,  estatal  y
municipal,  es  pública  y  sólo  podrá  ser  reservada  temporalmente  por  razones  de  interés  público  y  seguridad
nacional, en los términos que fijen las leyes. Al efecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación expresó en la tesis 2a. XLIII/2008 publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo
XXVII, página 733 correspondiente al mes de abril  del año 2008 dos mil ocho, que el hecho de que las leyes
secundarias restrinjan temporalmente el acceso a la información pública, no constituye una violación al derecho
fundamental consagrado en el artículo 6° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Lo anterior
de acuerdo con lo que a continuación se invoca:

SE DA LECTURA AL FUNDAMENTO LEGAL ENUNCIADO.

Derivado de lo anterior, observando y aplicando el principio de Máxima Publicidad, este Comité de Transparencia
considera que no se materializan los riesgos señalados anteriormente, al proporcionar un dato estadístico gene-
ral, que incluya con precisión la cantidad general de las siguientes categorías: Actuario del Ministerio Público; Ac-
tuario Especializado del Ministerio Público; Secretario de Agencia del Ministerio Público; y, Secretario Especializa-
do de Agencia del Ministerio Público. Motivo por el cual, este Comité de Transparencia determina procedente su
entrega al solicitante, especificando el total de cada uno de ellos, debiendo complementar dicha cifra con la infor -
mación que establezca la cantidad de nombramientos definitivos de los mismos.

Lo anterior es determinado así, dado que al revelar una cifra estadística general, no se compromete el buen de-
sempeño de un área, sea especializada o no; por el contrario, genera certeza en la sociedad la cantidad de perso -
nal que labora para atender la comisión de los delitos, representando a la sociedad en su conjunto, a través de la
Institución del Ministerio Público a cargo del Fiscal General del Estado de Jalisco. Motivo por el cual, los que aquí
resolvemos consideramos oportuno que se dé a conocer el total de Actuario del Ministerio Público; Actuario Espe-
cializado del Ministerio Público; Secretario de Agencia del Ministerio Público; y, Secretario Especializado de Agen-
cia del Ministerio Público con que cuenta la Fiscalía General del Estado de Jalisco, sin precisar la adscripción vin-
culada a cada uno de ellos, por estimar que la misma produce un riesgo que pudiese repercutir en esta Institu -
ción, la integridad física y la vida de los elementos que ahí laboran, ya que se pondría en desventaja al hace evi -



dente la capacidad de esta Institución para hacer frente a la delincuencia común y organizada. Sin perder de vista
el daño colateral que pudiese repercutir en las víctimas que son atendidas, o en aquellas personas que no han
sido localizadas hasta el momento. En este sentido, bajo la misma perspectiva del principio de Máxima Publici -
dad, se considera oportuno hacer entrega de un listado que defina las adscripciones en donde se encuentran
asignados, sin precisar cantidades. 

Por lo anterior, del análisis lógico jurídico, y de la interpretación sistemática de los preceptos transcritos anterior -
mente, este Comité de Transparencia arriba a la conclusión para determinar que la revelación, difusión y/o entre -
ga del nombre de los servidores públicos y/o elementos operativos adscritos y/o comisionados actualmente a la
Unidad de Transparencia de la Fiscalía General del Estado de Jalisco, produce los siguientes:

DAÑOS:

ESPECÍFICO: Se hace consistir principalmente en el incumplimiento y la inobservancia de obligaciones a las que
debe sujetarse esta institución en materia de información pública, así como en la violación a los principios y bases
que debe aplicar en el ejercicio del derecho fundamental de acceso a la información pública, así como del de pro -
tección de información reservada y confidencial, contraviniendo el objeto principal de consolidar un estado de de -
recho. En esta vertiente, se considera que el daño producido atenta contra el interés público protegido por ley,
toda vez que con su revelación se pone en riesgo la seguridad de los trabajadores al servicio de la Fiscalía Gene-
ral del Estado de Jalisco, aunado a que el nombre constituye un atributo de la personalidad, que hace susceptible
la individualización de personas; máxime que la naturaleza del derecho de acceso a la información pública y el de
protección de datos personales tienen como objetivo principal el resguardo de la información cuya difusión dé ca-
bida a un menoscabo en la integridad física de alguna persona, especialmente de aquellas que laboran en áreas
de procuración de justicia, prevención del delito y de seguridad pública en la entidad.

PRESENTE: Tomando en consideración que la seguridad pública es un servicio esencial para la sociedad, donde
el número de elementos destinados a un área en específico, relacionados con la procuración de justicia, persecu-
ción del delito y de los delincuentes, identifica una de las estrategias operativas al conocer la capacidad del esta-
do para hacer frente al delincuente común y a las organizaciones criminales, es razonable justificar la reserva de
dicha información puesto que compromete la integridad física y la vida de quienes prestan sus servicios en dichas
áreas. 

En este tenor, se considera que el éxito de las acciones implementadas en materia de seguridad pública, preven-
ción y persecución del delito, encuentran en sus denominadores factores de vital importancia, entre ellos el núme-
ro de elementos con que se cuenta para hacer frente a la actividad delictiva; lo cual transmite características de-
ductivas de riesgo, por lo que impera la necesidad de resguardarla. Lo anterior es así, tomando en consideración
que en la actualizad México vive un conflicto armado de gran escala entre el gobierno y el crimen organizado en
algunas regiones del país, encontrándose entre ellas el Estado de Jalisco, y si estas organizaciones criminales a
las que se enfrentan elementos de seguridad pública, prevención y persecución del delito tienen acceso a infor-
mación detallada, precisa y oportuna en materia de seguridad pública, podrían buscar su menoscabo o debilita-
miento. Sobremanera, esta Fiscalía General del Estado de Jalisco desconoce el tratamiento que se pueda efec-
tuar a dicha información; por lo cual, considera oportuno, a través del presente criterio de clasificación, restringir
dicha información.

PROBABLE: Este se hace consistir primeramente en que con su revelación se pueda individualizar a cada uno de
los elementos pretendidos, a sabiendas de su nombramiento, actividades desempeñadas y área de adscripción,
puedan planear atentados en su contra, que repercutan en su integridad física, su vida, inclusive la de sus familia -
res, ya que no se descarta la posibilidad de que se puedan emprender acciones que propicien un menoscabo o
detrimento como ya se indicó, esto es como represalia por el servicio desempeñado. Por tanto, su revelación pu-
diese generar un daño, que ocasionaría la ineludible responsabilidad para esta Fiscalía General del Estado de Ja-
lisco, al trasgredir disposiciones de carácter obligatorio para proteger y resguardar información reservada y confi-
dencial, y de la cual se actualiza la necesidad de mantenerla en secreto. 

Sirva referenciar los lamentables hechos ocurridos el 13 trece de septiembre del año 2016 dos mil dieciséis, en
las instalaciones de la Calle  14,  en la  Zona Industrial  de Guadalajara,  Jalisco;  donde varias trabajadoras  al
servicio de esta Institución fueron privadas de la vida de manera intencional.  Dichas víctimas desempeñaban
servicios que, a criterio de un ciudadano que desconoce la trascendencia o el impacto de una labor en materia de
seguridad pública, prevención del delito y procuración de justicia, puede ser meramente “administrativo” y que no
represente riesgo alguno; sin embargo, el peligro es permanente por la misma naturaleza del servicio, toda vez
que  se tiene  contacto  con  delincuentes  convencionales  y  miembros  de  alguna  agrupación  criminal.  Lo  cual
indiscutiblemente representa y materializa un riesgo en los empleados de una institución con estas actividades;
máxime que son constantes las amenazas que recibe el personal que labora en esta Institución.

Así  las  cosas,  fue  correcta  la  apreciación  de  los  integrantes  del  Consejo  del  Instituto  de  Transparencia  e
Información Pública de Jalisco al emitir los Lineamientos Generales en materia de Clasificación de Información
Pública, donde señalan que con la revelación de información relativa a servidores públicos (sin hacer distinción de
actividad administrativa u operativa) que desempeñan servicios en áreas de seguridad pública, prevención del
delito, procuración e impartición de justicia, se compromete su integridad física y su vida.



EN USO  DE  LA  VOZ  EL  TITULAR DEL ÓRGANO  DE CONTROL  INTERNO,  COMO  INTEGRANTE  DEL
COMITÉ SEÑALA:
Le agradezco Secretario, tomando en cuenta lo anteriormente expuesto, someto a consideración para la votación
correspondiente las siguientes conclusiones:

PRIMERO. Que es procedente clasificar como información Reservada la información relativa a: nombre y adscripción
de cada uno de los elementos que desempeñan los siguientes cargos: Actuario del  Ministerio Público,  Actuario
Especializado del  Ministerio  Público,  Secretario de Agencia del  Ministerio Público y Secretario Especializado del
Ministerio  Público.  Adicionalmente,  este Comité de Transparencia  determina que la misma debe sujetarse a las
limitaciones que al efecto dispone tanto la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de
Jalisco y sus Municipios, la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de
Jalisco y sus Municipios, y demás ordenamientos reglamentarios que de ellas emanan, respecto de la información
Confidencial. Lo anterior por las razones y fundamentos expuestos en el presente dictamen de clasificación.

SEGUNDO. Que es procedente proporcionar al solicitante, en estricto apego al principio de Máxima Publicidad, la
información  consistente  en:  listado  que  contenga  la  cantidad  de  Actuario  del  Ministerio  Público,  Actuario
Especializado del Ministerio Público, Secretario de Agencia del Ministerio Público y Secretario Especializado del
Ministerio Público, que incluya el sueldo mensual por puesto, fecha de ingreso al servicio y especificando cuáles
tienen nombramiento definitivo.

TERCERO. Que es procedente proporcionar al solicitante, de manera enunciativa, un listado que contenga las áreas
en que se encuentran distribuidas las siguientes categorías: Actuario del Ministerio Público, Actuario Especializado del
Ministerio Público, Secretario de Agencia del Ministerio Público y Secretario Especializado del Ministerio Público. Lo
anterior observando y aplicando el principio de Máxima Publicidad que alude el numeral 5° punto 1 fracción IX de la
Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios.

CUARTO. Que el plazo por el cual deberá mantenerse en reserva es el máximo previsto en el numeral 19 punto 1 de
la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. 

QUINTO: Regístrese la presente acta en el índice de información Reservada y publicarse en medios de consulta
directa, tal y como lo establece el artículo 25 punto 1 fracción XI de la vigente Ley de Transparencia y Acceso a la
Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. 

SEXTO: Notifíquese al solicitante del contenido del presente dictamen, realícense actos positivos para efecto de
modificar la respuesta de este sujeto obligado y notifíquese al Instituto de Transparencia, Información Pública y
Protección de Datos Personales del Estado de Jalisco.

SÉPTIMO: Entréguese la información obtenida de la minuciosa búsqueda y exhaustiva revisión respecto del
inciso d) de los puntos III y IV, de la cual fue posible obtener los datos estadísticos pretendidos. Al respecto, dicha
búsqueda fue efectuada de acuerdo con la capacidad humana, técnica y material con que cuenta esta Fiscalía
General del Estado de Jalisco, en sus diversas áreas competentes.

Por lo cual, pregunto:
¿Secretario del Comité? 
Responde: A FAVOR

Mi voto también es a favor, con lo cual se tiene aprobado el presente criterio para confirmar la declaración de
inexistencia y justificar tal carácter, por mayoría de votos. Lo anterior en ausencia del Presidente de este Comité,
el Fiscal General del Estado de Jalisco.

CIERRE DE SESIÓN

ACTO  CONTINUO  LOS  INTEGRANTES  DEL  COMITÉ  DE  TRANSPARENCIA  PRESENTES  FIRMAN  DE
CONFORMIDAD, Y SE DECLARA EL CIERRE DE LA SESIÓN.
Siendo las 11:25 horas del día 04 de octubre de 2018 se decreta el cierre de la sesión de trabajo.


